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990/2021, de 16 de noviembre, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18.3 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.  

Artículo 21. Actuaciones de comprobación y control de las ayudas.  

El órgano instructor de las ayudas será el órgano responsable del seguimiento del proceso de justificación de las 
mismas. Será éste quién, una vez examinados los documentos y justificantes presentados o aportados por cada 
beneficiario, verificará que los fondos concedidos se han utilizado para los fines previstos y se han gestionado de 
conformidad a todas las normas aplicables y, en particular, a las normas relativas a la prevención de conflicto de 
interés, de fraude, de corrupción y de la doble financiación procedente del Mecanismo de Reconstrucción y 
Resiliencia. En particular, se atenderá a lo previsto en el anexo a la Decisión de la Comisión que aprueba los 
Acuerdos Operacionales (OA) entre la Comisión Europea y España conforme al Reglamento (UE) 2021/241 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021. El resultado de la comprobación quedará reflejado 
en un acta, y emitirá, en su caso, un informe o certificado acreditativo del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la concesión de la subvención y de las obligaciones asumidas por el beneficiario con motivo de 
dicha concesión.  

Los beneficiarios están obligados a facilitar las comprobaciones del órgano instructor encaminadas a comprobar 
la realización de las actividades objeto de la ayuda, conforme a lo establecido en la resolución de concesión de la 
misma. Asimismo, estarán sometidos al control financiero de la Intervención General, al control fiscalizador del 
Tribunal de Cuentas y a los controles que puedan realizar los órganos de control y fiscalización de la Comisión 
Europea, de acuerdo a lo establecido en la normativa aplicable a la gestión de las ayudas financiadas con fondos 
europeos.  

La Secretaría de Estado de Telecomunicaciones e Infraestructuras Digitales podrá realizar cuantas inspecciones 
sean precisas para comprobar y verificar el cumplimiento de las condiciones, requisitos y objetivos a que están 
sometidas las ayudas reguladas en estas bases.  

A efectos de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 22.2.d) del Reglamento 2021/241 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, la Administración y cuantos órganos se contemplan en el 
artículo 22 del citado Reglamento podrán acceder a la información contenida en el Registro de Titularidades 
Reales (disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo), o el acceso a otras bases de datos de la Administración que puedan suministrar 
dichos datos sobre los titulares reales. También será posible la cesión de información entre estos sistemas y el 
Sistema de Fondos Europeos, según las previsiones contenidas en la normativa europea y nacional aplicable.  

Artículo 22. Notificaciones.  

Todas las notificaciones efectuadas en la tramitación del procedimiento de concesión de estas ayudas serán 
realizadas por medios electrónicos. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el 
momento en que se produzca el acceso a su contenido. Se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez 
días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido, entendiéndose 
practicada desde ese momento y teniéndose por efectuada a todos los efectos legales, continuándose la 
tramitación del procedimiento.  

Artículo 23. Responsabilidades y régimen sancionador.  

Los beneficiarios de las ayudas contempladas en esta convocatoria quedarán sometidos a las responsabilidades 
y régimen sancionador que sobre infracciones administrativas en materia de subvenciones se establecen en el 
Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.  

Artículo 24. Principio de no causar perjuicio significativo.  

a) En cumplimiento con lo dispuesto en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en el RMRR, y 
su normativa de desarrollo, en particular la Comunicación de la Comisión Guía técnica (2021/C 58/01) sobre la 
aplicación del principio de «no causar un perjuicio significativo», con lo requerido en la Decisión de Ejecución del 
Consejo relativa a la aprobación de la evaluación del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de 
España (CID) y su documento anexo, como en la Decisión sobre los Acuerdos Operativos (OA), así como en el 
documento del Componente 15, los destinatarios últimos garantizarán que todas las actuaciones que se lleven a 
cabo en cumplimiento del presente programa de ayudas deben respetar el principio de no causar un perjuicio 
significativo al medio ambiente (principio DNSH por sus siglas en inglés, «Do No Significant Harm»). Ello incluye 
el cumplimiento de las condiciones específicas asignadas en el Componente 15, inversión I04, en la que se 
enmarcan dichas actuaciones, recogidas en los apartados 3, 7 y 8 del documento del Componente del Plan y en 
el anexo a la CID y el OA. En concreto se respetarán las condiciones específicas del Plan para esta línea de 
actuación para los seis objetivos medioambientales.  

b) Para el objetivo de mitigación del cambio climático: Los equipos que se utilicen cumplirán con los requisitos 
relacionados con el consumo energético establecidos de acuerdo con la Directiva 2009/125 / EC para servidores 
y almacenamiento de datos, o computadoras y servidores de computadoras o pantallas electrónicas. Para la 
instalación de las infraestructuras IT, se seguirá la versión más reciente del Código de conducta europeo sobre 
eficiencia energética de centros de datos, o en el documento CEN-CENELEC CLC TR50600-99-1 "Instalaciones 
e infraestructuras de centros de datos - Parte 99-1: Prácticas recomendadas para la gestión energética”.  

c) Para el objetivo de adaptación al cambio climático: Se realizará una evaluación del riesgo climático y la 
vulnerabilidad de las instalaciones de infraestructuras IT y en su caso, se establecerán las soluciones de 
adaptación adecuadas para cada caso.  

d) Para el objetivo de uso sostenible y la protección de los recursos hídricos y marinos: Los riesgos de 
degradación ambiental relacionados con la conservación de la calidad del agua y la prevención del estrés hídrico 
se identificarán y abordarán con el objetivo de lograr un buen estado del agua y un buen potencial ecológico, tal 
como se define en el artículo 2, puntos 22 y 23, del Reglamento (UE) 2020 / 852, de conformidad con la Directiva 
2000/60 / CE del Parlamento Europeo y del Consejo y un plan de gestión del uso y la protección del agua, 
desarrollado en virtud de la misma para la masa o masas de agua potencialmente afectadas, en consulta con las 
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